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Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa Cabán, la Juez 

Birriel Cardona y la Juez Nieves Figueroa.  
 
Nieves Figueroa, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

Comparece ante nosotros el Gobierno de Puerto Rico (en adelante 

“Gobierno”), mediante recurso de apelación.  Solicita la revocación 

de la Sentencia a través de la cual el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón (en adelante “TPI”), declaró Con Lugar la Demanda 

sobre impugnación de confiscación presentada en su contra por 

Universal Insurance Company y Popular Auto (en adelante 

“apelados”). 

 Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, acordamos revocar la Sentencia apelada. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que, el 16 de 

marzo de 2016, Universal y Popular Auto presentaron una Demanda 

sobre impugnación de confiscación contra el Gobierno.  Alegaron 

que, el 8 de febrero de 2016, el Gobierno había confiscado el vehículo 

marca Volkswagen Jetta del año 2013, tablilla IDV-156, el cual tiene 

un gravamen debidamente anotado en el Registro de Automóviles 

del Departamento de Obras Públicas a favor de Popular Auto, quien 

es la dueña del contrato de venta condicional. Además, sostuvieron 

que Universal expidió una póliza de seguros para cubrir el riesgo de 
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confiscaciones a favor de Popular Auto.  Los apelados argumentaron 

que la confiscación era nula e ilegal, toda vez que el vehículo no fue 

utilizado en la comisión de un delito y por no haberse notificado a 

todas las partes dentro del término legal. 

El 20 de mayo de 2016, el Gobierno presentó su Contestación 

a Demanda.  Aceptó haber confiscado el vehículo, mas negó las 

demás alegaciones formuladas en su contra.  Alegó afirmativamente, 

entre otras cosas, que se presume la legalidad y corrección de la 

confiscación, por lo que le corresponde al demandante el peso de la 

prueba para rebatir dicha presunción.  Además, sostuvo que el 

procedimiento de confiscación es uno in rem, independiente de 

cualquier acción de naturaleza penal o administrativa. 

Luego de varios trámites procesales, el 16 de marzo de 2017, 

Universal y Popular Auto presentaron una Solicitud de Sentencia 

Sumaria.  En esencia, alegaron que no había controversia sobre el 

hecho de que no existe una causa criminal en relación al vehículo 

ocupado.  Por tal razón, en virtud de la doctrina de impedimento 

colateral por sentencia en su modalidad de cosa juzgada, solicitaron 

que se declarara Con Lugar la Demanda, se devolviera el vehículo o 

se pagara la cantidad correspondiente a su valor al momento de ser 

ocupado. 

El 1 de mayo de 2017, notificada y archivada en autos del 2 

de mayo de 2017, el TPI emitió una Resolución requiriéndole al 

Gobierno que presentara su postura en cuanto a la Solicitud de 

Sentencia Sumaria presentada por los apelados. 

Transcurridos varios meses, el 27 de mayo de 2018, el 

Gobierno presentó un Aviso de Paralización de los Procedimientos y 

una Moción Informativa sobre Procedimiento para Presentar Solicitud 

de Relevo de la Paralización Automática en el Caso del Gobierno de 

Puerto Rico bajo el Título III de PROMESA.  En resumidas cuentas, el 

Gobierno planteó que la Junta de Supervisión y Administración 
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Financiera para Puerto Rico había presentado, en nombre del 

Gobierno, una petición de quiebra ante la Corte de Distrito de los 

Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico y que, en virtud de 

las secciones 362 y 922 del Código de Quiebras, dicha petición tenía 

el efecto “automático, inmediato y directo de paralizar toda acción 

civil que cualquier persona natural o jurídica haya iniciado, intente 

continuar o de la cual solicite la ejecución de la sentencia contra el 

Gobierno, mientras los procedimientos de quiebra se encuentran 

pendientes […]”.  Además, el Gobierno informó el procedimiento a 

seguir ante el foro federal para dejar sin efecto la protección que 

ofrece la paralización automática que confiere la Ley de Quiebras 

federal. 

El 2 de abril de 2018, Universal y Popular Auto presentaron 

una Moción Reiterando Solicitud de Sentencia Sumaria y en 

Cumplimiento de Orden.  Alegaron que habían presentado su 

Solicitud de Sentencia Sumaria hacía más de un año y, a pesar de 

habérsele ordenado presentar su postura, el Gobierno aún no se 

había expresado.  Por tal razón, habiendo quedado sometida para 

su consideración, los apelados solicitaron al TPI que declarara con 

lugar su Solicitud de Sentencia Sumaria. 

Asimismo, el 3 de abril de 2018, Universal y Popular Auto 

presentaron una Oposición a Solicitud de Paralización.  Alegaron que 

la paralización automática no aplica a los procedimientos de 

confiscación por ser una acción de naturaleza in rem y no contra el 

dueño de la cosa.  Además, entienden que el Gobierno no puede 

escudarse tras dicha paralización para privar a personas de su 

propiedad privada, “la cual no puede ser considerada parte del 

caudal” del Gobierno. 

El 24 de abril de 2018, notificada y archivada en autos el 9 de 

mayo de 2018, el TPI emitió una Resolución en la que declaró No Ha 

Lugar el Aviso de Paralización presentado por el Gobierno.  
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Asimismo, el 9 de mayo de 2018, notificada y archivada en auto el 

16 de mayo de 2018, el TPI dictó Sentencia declarando Con Lugar la 

Demanda presentada por Universal y Popular Auto.  El TPI concluyó 

que, toda vez que no presentó una acción criminal relacionada al 

vehículo ocupado, en virtud de la doctrina de impedimento colateral 

por sentencia, procedía la devolución del vehículo. 

Inconforme, el 23 de mayo de 2018, el Gobierno presentó una 

Moción de Reconsideración.  Alegó que el TPI se equivocó al no 

paralizar los procedimientos y al aplicar la doctrina de impedimento 

colateral por sentencia.  El Gobierno argumentó que la Sentencia es 

nula por haberse dictado “durante la paralización automática de 

este caso en virtud de la petición de quiebra del Gobierno bajo el 

Titulo III de Promesa”.  Además, expresó que tampoco estaba 

obligado a expresarse en cuanto la Solicitud de Sentencia Sumaria 

presentada por los apelados debido a la referida paralización 

automática y que, aun así, la misma no procedía pues la 

confiscación es un procedimiento in rem, independiente de cualquier 

otra causa, ya sea criminal, administrativa o de otra naturaleza. 

El 9 de julio de 2018, Universal y Popular Auto presentaron 

una Moción en Cumplimiento de Orden. En primer lugar, alegaron 

que la Moción de Reconsideración presentada por el Gobierno era 

tardía.  Además, citaron dos casos resueltos en junio de 2018 por 

distintos Paneles de este Tribunal en los que se resolvió que a los 

casos de impugnación de confiscación no le es de aplicación la 

paralización automática.  También reiteraron sus argumentos en 

cuanto a la improcedencia de la confiscación civil ante la falta de 

una acción criminal relacionada al vehículo ocupado. 

El 30 de julio de 2018, notificada y archivada en autos el 2 de 

agosto de 2018, el TPI emitió una Resolución en la que declaró No 

Ha Lugar la Moción de Reconsideración presentada por el Gobierno.  

Todavía insatisfecho con dicha determinación, el Gobierno acude 
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ante nosotros mediante el recurso de apelación de epígrafe, en el 

cual le imputa al TPI la comisión del siguiente error: 

Erró el [TPI] al continuar con el procedimiento del 
caso de epígrafe y dictar sentencia a pesar de que dicho 
pleito quedó paralizado automáticamente luego de que 

el Gobierno de Puerto Rico radicó la petición de quiebra 
bajo el Título III del estatuto federal conocido como 
PROMESA ante la Corte de Distrito de Los Estados 

Unidos de América para el Distrito de Puerto Rico. 
 

Hemos estudiado cuidadosamente el expediente ante nuestra 

consideración.  Se trata de una incautación civil que tiene el efecto 

práctico de penalizar a una persona por la comisión de un delito que 

no se ha probado más allá de duda razonable.  Lo anterior, aun 

cuando el propósito primordial de la Ley de Confiscaciones de 2011 

es que la referida confiscación sirva de “disuasivo a la actividad 

criminal”. Véase, Exposición de Motivos de la Ley de Confiscaciones 

de 2011, Ley Núm. 119-2011. 

Sin embargo, cabe señalar que, el 11 de julio de 2018, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico emitió una Sentencia en el caso 

Julio E. Pacheco v. E.L.A., CC-2018-0641, en la que determinó que 

en los casos de impugnación de confiscaciones aplica la paralización 

automática en virtud de la Petición de Quiebra presentada por el 

Gobierno bajo el Título III de la Ley PROMESA.  En atención a dicho 

dictamen, se revoca la Sentencia apelada.  Se devuelve el caso al TPI 

y se ordena el “archivo administrativo en ese foro, ya que el caso 

está paralizado en virtud de la Sec. 301(a) del Título III del Puerto 

Rico Oversight, Management, and Economic Stability Act 

(PROMESA), 48 USCA sec. 2161(a), hasta tanto se certifique que se 

ha levantado la paralización del caso, ya sea por la conclusión del 

procedimiento de quiebra o mediante una solicitud a esos efectos, 
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acorde permite la Sec. 362(d) del Código de Quiebras Federal, 11 

USCA 362(d).” Íd.1 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
1 Preocupa que el Gobierno pueda tener entera libertad para disponer de un 

vehículo confiscado, mientras se escude frente al dueño del vehículo con la 

paralización automática. 


